Radicación: 66001-31-87-001-2018-00160-01

Titular: Rosa Guerrero Flórez 

Accionado: Corporación Autónoma Regional de Risaralda –CARDER-

Decisión: Revoca y tutela transitoriamente 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
MÍNIMO VITAL / CARÁCTER SUBSIDIARIO DE LA ACCIÓN DE TUTELA / PERJUICIO IRREMEDIABLE / CASOS EN SE JUSTIFICA OBVIAR LA EXISTENCIA DE DICHO PERJUICIO / PERSONAS DE LA TERCERA EDAD.
… tanto el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, como los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante bajo una situación de perjuicio irremediable.
Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto (…)

Frente a la acreditación del perjuicio irremediable, el Órgano de Cierre en materia Constitucional ha trazado las siguientes pautas a nivel jurisprudencial, las cuales deben ser tenidas en cuenta por el Juez de tutela en el momento de adoptar la respectiva decisión del asunto puesto bajo su conocimiento: 

“Sólo excepcionalmente esta Corte ha considerado que el juez de tutela pueda no exigir la demostración del perjuicio irremediable. Ello sucede cuando el tipo de reclamo que se formula permite razonablemente presumir que existe afectación gravosa de derechos fundamentales y, en esa medida, corresponde es a la entidad demandada desvirtuar la referida presunción. O cuando en general el perjuicio irremediable o la necesidad de la eficacia inmediata de la tutela, aparezcan justificadas por las circunstancias del caso, conforme a la aplicación de las reglas derivadas de la experiencia o de la evidente condición de debilidad del sujeto que reclama. Particularmente, la Corte ha señalado que los requisitos o condiciones para que se estructure tal perjuicio se hacen más flexibles cuando la acción es promovida por un sujeto de especial protección o que se encuentre en situación de debilidad manifiesta, a saber, discapacitados, madres cabeza de familia o las personas de la tercera edad.”
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, miércoles trece (13) de febrero de dos mil diecinueve (2019) 

Hora: 3:25 p.m. 
Aprobado por Acta No. 0124 

	Radicación: 
	66001-31-87-001-2018-00160-01

	Accionante: 
	José David Ruiz, agente oficioso de Rosa Guerrero Flórez 

	Accionado: 
	Corporación Autónoma Regional de Risaralda –CARDER-

	Decisión: 
	Revoca y concede transitoriamente    


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la Letrada Jascira Lemus Palacios, quien actúa en el presente asunto en calidad de apoderada judicial del señor José David Ruiz, y este a su vez como agente oficioso de la señora ROSA GUERRERO FLÓREZ, en contra del fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el pasado 27 de diciembre de 2018, mediante el cual declaró la improcedencia de la solicitud de amparo constitucional deprecada por la recurrente en contra de la Corporación Autónoma Regional de Risaralda CARDER. 
ANTECEDENTES:
La abogada Jascira Lemus Palacios, apoderada judicial del señor José David Ruiz, y éste, agente oficioso de la señora Rosa Guerrero Flórez, adulta mayor de 80 años de edad, acudieron al presente mecanismo de amparo constitucional en búsqueda de la protección de los derechos fundamentales al mínimo vital, debido proceso y derecho de los ancianos, los cuales considera vulnerados por parte de la Corporación Autónoma Regional de Risaralda – CARDER-. Los hechos según los cuales se fundamentó la acción, se pueden relacionar así:  
· La señora Rosa Guerrero Flórez, ciudadana de 80 años de edad, quien se encuentra pensionada por cuenta de COLPENSIONES percibiendo una mesada de $418.000 pesos mensuales, fue sancionada administrativamente por parte de la CARDER mediante la Resolución Nro. 1661 del 29 de agosto de 2018, por incurrir en una infracción en materia ambiental, por tener en su lugar de residencia 8 especies protegidas de fauna silvestre (aves). 
· Como consecuencia de la mencionada sanción, la CARDER le impuso a la señora Rosa Guerrero Flórez una multa equivalente a $5’747.605, decisión que fue recurrida por parte de la sancionada, pidiendo que se tuviera en cuenta en su caso concreto, el ser una persona de avanzada edad, quien vivía sola con sus aves se entretenía y ocupaba su tiempo dedicándose al cuidado de las mismas. Además, pidió que se le exonerara de la sanción bajo el argumento de no tener recursos económicos para asumir el pago exigido por esa entidad. 
· Señala la abogada que la señora Rosa no tenía conocimiento de que con su proceder estaba cometiendo una infracción o una falta ecológica, pues incluso, varios de sus animales eran recogidos por encontrarse desprotegidos. 

· A pesar de lo anterior, la CARDER confirmó su posición inicial mediante Resolución Nro. 2354 del 20 de noviembre de 2018, razón por la cual, el señor José David Ruiz acudió a la defensoría del pueblo para que se le brindara asesoría en defensa de los derechos de la señora Rosa. 
PRETENSIONES:

Con base en los hechos anteriormente relacionados, solicitó la accionante, como medida previa y también definitiva, que se tutelen los derechos fundamentales invocados en favor de la señora Rosa Guerrero Flórez, y en consecuencia, se le ordene a la CARDER que la exonere del cobro de multa impuesta, ya que ella no cuenta con los recursos económicos suficientes para tal pago, pues los únicos ingresos que percibe, derivados de su pensión, sólo le alcanzan para su mínima subsistencia.  

TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 
El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación mediante auto del 13 de diciembre de 2018, por medio del cual ordenó correr traslado del libelo a la CARDER, para que, a través de su Dirección General ejerciera sus derechos de defensa y contradicción.  

Posteriormente, al realizar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante sentencia del 27 de diciembre de 2018, negar por improcedente la acción de tutela, al advertir que en el caso bajo estudio no estaban dados los presupuestos de subsidiariedad que la caracteriza.  
IMPUGNACIÓN:

Una vez notificada la decisión de instancia, se recibió en el Despacho de conocimiento un memorial suscrito por la letrada accionante; en su escrito, pidió que se revoque la decisión de primer grado, para en su lugar conceder la protección de los derechos fundamentales de la señora Rosa Guerrero Flórez, ello bajo idénticos argumentos a los planteados en su escrito inicial. 
Además, puntualizó que a pesar de las consideraciones del A Quo, la sanción impuesta por la CARDER a la señora Guerrero Flórez involucra una afectación a su mínimo vital, pues ella percibe un ingreso inferior al SMLMV, el cual le alcanza mínimamente para sufragar sus necesidades básicas. 
Finalmente, recordó que la Corte Constitucional ha indicado a nivel jurisprudencial que la tutela es procedente como mecanismo transitorio, hasta tanto se acuda a la jurisdicción ordinaria en aquellos eventos en que se acredite la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema jurídico:  

El problema jurídico del presente asunto, gira en torno a establecer si la acción de tutela resulta ser el mecanismo judicial idóneo para dejar sin efectos la sanción monetaria impuesta por parte de la CARDER a la señora Rosa Guerrero Flórez, la cual fue resultado de un proceso administrativo adelantado en su contra por infringir normas en materia ambiental. 

· Solución: 

Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene derecho a recurrir a la acción de tutela para invocar ante los jueces en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de las autoridades públicas, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Para entrar a analizar el problema jurídico, hay que tener en cuenta primero que, si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho.

En ese orden de ideas, se tiene que tanto el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, como los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante bajo una situación de perjuicio irremediable.

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable. 
Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“… Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.” 
 (Negrillas por fuera del texto original). 

Frente a la acreditación del perjuicio irremediable, el Órgano de Cierre en materia Constitucional ha trazado las siguientes pautas a nivel jurisprudencial, las cuales deben ser tenidas en cuenta por el Juez de tutela en el momento de adoptar la respectiva decisión del asunto puesto bajo su conocimiento: 
“23. Sólo excepcionalmente esta Corte ha considerado que el juez de tutela pueda no exigir la demostración del perjuicio irremediable. Ello sucede cuando el tipo de reclamo que se formula permite razonablemente presumir que existe afectación gravosa de derechos fundamentales y, en esa medida, corresponde es a la entidad demandada desvirtuar la referida presunción. O cuando en general el perjuicio irremediable o la necesidad de la eficacia inmediata de la tutela, aparezcan justificadas por las circunstancias del caso, conforme a la aplicación de las reglas derivadas de la experiencia o de la evidente condición de debilidad del sujeto que reclama. Particularmente, la Corte ha señalado que los requisitos o condiciones para que se estructure tal perjuicio se hacen más flexibles cuando la acción es promovida por un sujeto de especial protección o que se encuentre en situación de debilidad manifiesta, a saber, discapacitados, madres cabeza de familia o las personas de la tercera edad.”

Del caso concreto: 

Aterrizando los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, la Sala considera que debe apartarse parcialmente de las apreciaciones efectuadas por el Juez de primer nivel en la sentencia impugnada, pues si bien es cierto, le asiste razón al A Quo al afirmar que la señora Rosa Guerrero Flórez tiene a su alcance otros mecanismos de defensa en los cuales puede debatir el contenido del acto administrativo que considera lesivo de sus derechos, tales como la acción de nulidad y restablecimiento del derecho o la acción de revocatoria directa, lo cual se erige en un argumento suficiente para, en principio, declarar la improcedencia de la acción de tutela, sin embargo, la Corte Constitucional desde sus inicios, ha sido clara y pacífica a nivel jurisprudencial, en el sentido de que en cada caso deben ser analizadas las circunstancias particulares de quien acude al mecanismo de amparo, y en algunos eventos, a partir de tal apreciación, es viable conceder la protección implorada, por lo menos de manera transitoria mientras que se agotan los demás escenarios procesales disponibles para dirimir el asunto, y ello ocurre precisamente en aquellos eventos en que se logra establecer que, de no ser por la intervención del Juez constitucional, el tutelante podría verse ante el inminente riesgo de sufrir un perjuicio irremediable. 

Así pues, en el sub examine, la Colegiatura considera que nos encontramos ante un evento como el descrito atrás, pues no podemos pasar por alto que la titular de los derechos que aquí se reclaman es una persona de avanzadísima edad (81 años) y por ende, sujeto de especial protección constitucional, lo cual le permite al Juez de tutela ser un poco más laxo frente al análisis de procedencia de la acción de tutela. 

En ese orden, si acudimos a las afirmaciones consignadas en el libelo petitorio, se advierte que quien representa los intereses de la señora Guerrero Flórez no cuestiona de manera directa el contenido del acto administrativo por medio del cual la CARDER concluyó la investigación administrativa ambiental adelantada en su contra y declaró su responsabilidad por infringir las normas ambientales aplicables en Colombia, y ello es un asunto que tampoco se entrará a debatir en esta oportunidad, precisamente por la idoneidad que tienen los demás mecanismos diseñados para ese fin; partimos entonces de que el supuesto fáctico cardinal que pone en conocimiento del juez de tutela la apoderada de la señora Rosa, está directamente relacionado con la afectación que la imposición de la sanción monetaria puede ocasionar en el mínimo vital de la accionante. 
No podemos olvidar que el mínimo vital está inescindiblemente ligado a los principios del Estado Social de Derecho, y estrechamente relacionado con los postulados de la dignidad humana, dicha prerrogativa, en palabras de la Corte Constitucional, ha sido definida así:  
“El derecho al mínimo vital ha sido desarrollado por la jurisprudencia constitucional como un aspecto de naturaleza fundamental relacionado con la dignidad humana y que es especialmente relevante cuando su titular es una persona de la tercera edad. Al respecto ha dicho la jurisprudencia que:

El principio constitucional de dignidad humana, sobre el que se establece el Estado social de derecho sirve de fundamento al derecho al mínimo vital, cuyo objeto no es otro distinto del de garantizar las condiciones materiales más elementales, sin las cuales la persona arriesga perecer y quedar convertida en ser que sucumbe ante la imposibilidad de asegurar autónomamente su propia subsistencia.

Con arreglo a los imperativos de la igualdad material, la Carta reconoce que si bien el derecho fundamental al mínimo vital es predicable de todos los ciudadanos en condiciones de igualdad, existen determinados sectores de la población que, en razón de su mayor vulnerabilidad, son susceptibles de encontrarse, con mayor facilidad, en situaciones que comprometan la efectividad de su derecho. De ahí que algunas normas de la C.P., consagran la obligación del Estado de otorgar una especial protección a los grupos más vulnerables de la población.”
Atendiendo lo visto en precedencia, encontramos que en el caso de la señora Rosa Guerrero Flórez la afectación al mínimo vital cobra mayor relevancia, en la medida en que se habla de una persona evidentemente vulnerable, pues además de pertenecer al grupo poblacional de la tercera edad, existen elementos de prueba que demuestran que su único ingreso es la mesada pensional que recibe por parte de Colpensiones, la cual no asciende ni al salario mínimo, mírese como a folio 25 se aprecia que su ingreso mensual es apenas de $409.321, lo cual corrobora sus dichos frente al gran perjuicio y menoscabo que podría causarle el tener que asumir en un término tan perentorio como el trazado por la CARDER en la resolución sancionatoria (15 días), el pago de una sanción monetaria que excede 14 veces los ingresos percibidos por ella en un mes, lo cual no se considera lógico ni proporcional, pues la sanción, al parecer, no se acompasa con las condiciones especiales del sujeto contra quien se dirige, porque a todas luces es claro que ella no está en condiciones de cumplir con la medida impuesta. 

No podemos olvidar que según lo consagrado en el parágrafo del artículo 40 de la Ley 1333 de 2009, “Por la cual se establece el procedimiento sancionatorio ambiental y se dictan otras disposiciones”, señala expresamente que la autoridad administrativa deberá, antes de imponer la sanción, evaluar las condiciones socioeconómicas del infractor, análisis que no se vislumbra en este asunto, no obstante, en sentir de la Sala, dicha gestión debió ser demostrada por la CARDER al ejercer su derecho de contradicción en la presente actuación, atendiendo los principios de la carga dinámica de la prueba.  

Advertidas entonces las especialísimas circunstancias de la señora Rosa Guerrero Flórez, este Juez colegiado considera que es procedente acceder, por lo menos de manera transitoria, a los pedimentos de su representante en el escenario de la tutela, porque a pesar de lo argumentado por el Cognoscente, es claro que la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, o la de revocatoria directa estarían encaminadas a atacar el contenido del acto administrativo o su procedimiento, mientras que con la acción de amparo, a pesar de la legalidad que se presume de dicho acto administrativo, lo que se pretende evitar es causarle un perjuicio irremediable. 
De conformidad con lo dicho hasta ahora, se tutelará el derecho fundamental al mínimo vital de la señora Rosa Guerrero Flórez, en el sentido de suspender la ejecución de las sanciones pecuniarias impuestas a la accionante en el proceso contravencional adelantado por la CARDER, pero se aclara que la orden de protección no se decretará en el sentido de exonerarla del pago de la sanción impuesto por la Autoridad Ambiental, toda vez que como ya se dijo, esta Sala no ahondará en las circunstancias relacionadas con la legalidad del acto administrativo sancionatorio. 

Por lo tanto, el amparo no será definitivo sino transitorio, razón por la cual, a partir del proferimiento de la presente decisión, deberá la titular de los derechos, en un término que no exceda los 4 meses, instaurar las acciones ordinarias que considere pertinentes a efectos de que se dirima el fondo del presente asunto, ello quiere decir que únicamente se suspenderá la ejecución del acto administrativo durante el interregno antes señalado.  
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el pasado 27 de diciembre de 2018, para en su lugar TUTELAR DE MANERA TRANSITORIA el derecho fundamental al mínimo vital del cual es titular la señora ROSA GUERRERO FLÓREZ. 
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se le ORDENA a la CARDER que suspenda la ejecución del cobro de la multa impuesta a la señora ROSA GUERRERO FLÓREZ en el proceso sancionatorio ambiental por el término de 4 meses, contados a partir de la ejecutoria de la presente decisión.  

TERCERO: Adicional a lo anterior, en el mismo término señalado en el numeral anterior, deberá la señora ROSA GUERRERO FLÓREZ instaurar las acciones administrativas o judiciales del caso para establecer si hay lugar o no a mantener en firme la sanción pecuniaria,  o que la misma puede ser disminuida o reemplazada por alguna otra de las contempladas en la Ley 1333 de 2009, so pena de perder la protección concedida en esta oportunidad, la cual, se itera, fenecerá en el término perentorio de 4 meses contados a partir de la ejecutoria de la presente decisión. 
CUARTO: SE ORDENA NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
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